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1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD INGRESADAS

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO
	NORMA IMPUGNADA

	03-004323-0007-CO
	Esquive Gerli Alejandro y otros.
	01-04-03
	Contra el Artículo 68 de la Ley orgánica de la C.G.R No 7428.

	03-004363-0007-CO
	Marin Sosa Jaime Antonio.
	02-04-03
	Contra el Artículo 43 del Reglamento Derecho y Deberes de los Privados de Libertad.

	03-004364-0007-CO
	Portugués Benedettini Manuel Antonio.
	02-04-03
	Contra el Artículo 253 del Código Procesal Penal..

	03-004392-0007-CO
	Solis Sibaja Victor Julio.
	02-04-03
	Contra los Artículos No.501 y 556 del Código de Trabajo y contra omisión de sentencia No 275.

	03-004412-0007-CO
	Guerrero Hidalgo Maria Flora y Otros.
	02-04-03
	Contra Ley de Tierras y Colonización No 2825 del 14-10-1961.

	03-004485-0007-CO
	Zamora Bolaños Luis Roberto.
	04-04-03
	Acto Administrativo realizado por el Ejecutivo el 19-03.-2003

	03-004503-0007-CO
	Salas Herrera Orlando.
	04-04-03
	Contra el Reglamento del seguro de invalides, vejes y muerte de la C.C.S.S. 

	03-004546-0007-CO
	Morice Rodríguez Jorge A.
	07-04-03
	Numeral 54 de la Ley sobre Jurisdicción Agraria

	03-004587-0007-CO
	Cordero Maduro Hernán.
	08-04-03
	Contra los Artículos N.o 104 y 105  del Código Procesal Penal.

	03-004630-0007-CO
	González Solano Gustavo
	09-04-03
	Reforma Constitucional de los Incisos 1 y 9 del artículo  195 de la Constitución Política.

	03-004676-0007-CO
	Ulate Montero Freddy 
	10-04-03
	Contra el artículo 10 de la Ley que reguls el proceso laboral en negocios de menor cuantía

	03-004693-0007-CO
	Fundación Rescate Verde 
	10-04-03
	Contra el artículo 5, Inciso A de la ley N.o 2726 ( Ley Constitutiva del Instituto Nacional de Acueductos y Alcantarillados ) 

	03-004699-0007-CO
	Colegio de Abogados de Costa Rica
	11-04-03
	Acto Impícito de apoyo al derrocamiento del Gobierno de Irak.

	03-004377-0007-CO
	Defensor de los Habitantes de Costa Rica
	21-04-03
	Acto Subjetivo del Poder Ejecutivo en torno al conflicto bélico en Irak.

	03-004855-0007-CO
	Propiedades y Servicios  S.A y Otros.
	23-04-03
	Contra el artículo 673  del Código Procesal Civil.



	03-004896-0007-CO
	Araya Monge Jhonny Contravensional y de menor cuantía Coto
	24-04-2003
	Contra el artículo 19 de la ley de Impuesto Sobre Bienes e Inmueblesl.



	03-004916-0007-CO
	Olsen Villegas Andrés 
	25-04-03
	Contra el artículo 374 del Código Penal, Ley No. 4573 y sus reformas

	03-004932-0007-CO
	Juzgado Contravensional y de menor cuantía Coto
	25-04-03
	Contra el artículo 56 del Código Penal.




2. CONSULTAS JUDICIALES  Y LEGISLATIVAS INGRESADAS

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA 
INGRESO
	TEMA

	03-004433-0007-CO
	Juzgado Penal Juvenil 1° Circuito Judicial San José.
	03-04-03
	Contra el Artículo 109 de la Ley de Justicia Penal Juvenil.

	03-004595-0007-CO
	Directorio de la Asamblea Legislativa
	08-04-03
	Convenio entre Alemania y C.R Proyecto Forestal Huetar Norte Exp 15.111

	03-004600-0007-CO
	Ocampo Fernández  María Lourdes  y Otros
	08-04-03
	Reforma al Transitorio 1 de la Ley 7729.  

	03-005070-0007-CO
	Directorio Legislativo de la Asamblea Legislativa
	30-04-03
	Aprobación de II Proyecto de Modificación al Cauca  


3. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS

	No. EXPEDIENTE y

No. VOTO
	FECHA DE 

VOTACION
	HORA, PARTES Y RESULTADO

	99-07428-0007-CO

Voto No.02783-03
	22-04-03


	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgardo Picado Araya y otros en contra de los artículos 107 y 132 de la Constitución Política. No ha lugar a las aclaraciones y adiciones solicitadas.-

	03-04433-0007-CO

Voto No.02804-03
	25-04-03
	A las quince horas con quince minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente al proceso de Carlos Luis Trigueros Sánchez en contra de Carlos Corrales Herrera. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 03-001620-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	02-05494-0007-CO

Voto No.02771-03
	04-04-03
	A las once horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgardo Picado Araya en contra de la Reforma al artículo 132, inciso 1 de la Constitución Política. Se declaran con lugar las acciones. En consecuencia, se anula la reforma efectuada al artículo 132 inciso 1) de la Constitución Política, mediante Ley Número 4349 del 11 de julio de 1969, por lo que retoma vigencia la norma según disponía antes de dicha reforma. Esta sentencia tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de entrada en vigencia de la norma anulada. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que los actos derivados de la reforma desde la vigencia de la ley 4349 hasta esta anulación, son válidos. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Ejecutivo,  Legislativo y al Tribunal Supremo de Elecciones. Notifíquese.

Los Magistrados Mora Mora y Arguedas Ramírez salvan el voto y declaran sin lugar las acciones.

	03-01461-0007-CO

Voto No.02864-03
	09-04-03
	A las quince horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Rafael Quirós Strunz, como apoderado generalísimo sin límite de suma de Equipos El Prado Sociedad Anónima, en contra del inciso c) del artículo 2 del Decreto Ejecutivo número 21.518-S. Se rechaza por el fondo la acción.-

	02-06453-0007-CO

Voto No.02865-03
	10-04-03
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Francisco Salas Ramos en contra del artículo 7 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se declara sin lugar la B.-

	02-09831-0007-CO

Voto No.03048-03
	02-04-03
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Líneas Aéreas Costarricenses Sociedad Anónima, en contra de los artículos 56 y 74 de la Ley número 17 de 22 de octubre de 1943, Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

	03-03840-0007-CO

Voto No.03049-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Badilla Castro en contra de la cláusula IV del contrato de dedicación exclusiva firmado por el actor y la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica, el 15 de noviembre de 1996. Se rechaza de plano la acción.-

	01-01575-0007-CO

Voto No.03050-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hubert May Cantillano en contra de los artículos 32 inciso c) punto 1 de la Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas modalidad Taxi, Ley 7969, y artículo 22 inciso d) de la Ley de Contratación Administrativa, número 7494. Se rechaza por el fondo la acción.-

	99-06107-0007-CO

Voto No.03051-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Granos Básicos de Centroamérica Sociedad Anónima, representada por Alberto Rojas Villalobos, en contra de los Decretos Ejecutivos números 27742-MEIC-COMEX-MAG de 19 de marzo de 1999, y 27748-MEIC-COMEX-MAG de 24 de marzo de 1999, publicados por su orden en Gacetas de fechas 24 y 25 de marzo de 1999. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-09642-0007-CO

Voto No.03052-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Agencia de Viajes Cielo Azul Sociedad Anónima, en contra de los artículos 25 del Decreto Ejecutivo número 24863-H-TUR; 14 de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, 37 y 38 de la Ley Reguladora de todas las Exoneraciones Vigentes y la resolución número 86-02 de las 10:00 horas del dieciocho de julio del dos mil dos, de la Dirección General de Hacienda. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 25 del Decreto Ejecutivo n°24863-H-TUR; 14 de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico. En lo demás se rechaza de plano la acción.-

	02-00174-0007-CO

Voto No.03053-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luciano Calderón Calderón en contra del artículo 13 de la Ley número 7139 del 30 de noviembre de 1998 (tarifa de impuestos municipales del Cantón de Corredores). Se rechaza por el fondo la acción.-



	03-03693-0007-CO

Voto No.03054-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfredo Núñez Gamboa en contra del Código Procesal Civil, artículo 452. Se rechaza por el fondo la acción.-

	02-00169-0007-CO

Voto No.03055-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Agrícola PARDOMAN Sociedad Anónima, en contra del artículo 197 del Reglamento Ejecutivo a la Ley Orgánica de LAICA. Se rechaza por el fondo la acción.-

	03-03473-0007-CO

Voto No.03056-03
	23-04-03
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Alvarado Orozco en contra del Código de Comercio, artículo 611. Se rechaza por el fondo la acción.

	02-09402-0007-CO

Voto No.03390-03
	29-04-03
	A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Nacional de Empleados Judiciales en contra de la frase del artículo 71 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: “El otro, entre los restantes servidores judiciales para elegir a este último, la Corte solicitará a todas las organizaciones de empleados del Poder Judicial, el envío de una lista de cinco candidatos”. Se rechaza por el fondo la acción.-

	03-09420-0007-CO

Voto No.03391-03
	29-04-03
	A las quince horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Nacional de Empleados Judiciales en contra del artículo 70 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la frase: “Los restantes miembros serán nombrados, libremente, por la Corte por períodos de seis años y no podrán ser reelectos, salvo que las tres cuartas partes del total de los Magistrados acuerden lo contrario”. Se rechaza por el fondo la acción.-

	03-04208-0007-CO

Voto No.03392-03
	29-04-03
	Sentencia 2003-03392

Expediente 03-04208-0007-CO. A las quince horas con veintisiete minutos. Amparo. Olga Alvarado Chacón a favor de Suan Harley Alvarado en contra de la Directora del Liceo del Sur. Se reserva el dictado de la sentencia de este recurso hasta tanto no sea resuelta la acción de inconstitucionalidad que bajo expediente número 00-008084-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	02-05835-0007-CO

Voto No.01547-03
	29-04-03
	A las ocho horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilia María Rodríguez Arias en contra de no indica. No ha lugar a las gestiones formuladas. Estése la gestionante a lo resuelto en la sentencia número 7695-02 de las 14:50 horas del 7 de agosto del 2002. Notifíquese.-


4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS

	No.EXPEDIENTE y
No. VOTO
	RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES

	03-03909-0007-CO

Voto No. 0640-02

Acc. Inconst.
	Gerardo Bogantes Hidalgo contra el artículo 2 de la ley No 7778. Boletines Judiciales No.78 del  14 de abril.

	98-0-0007-CO

Voto No.10996-02

Acc. Inconst.
	Luis Fernando Vargas Benavides contra la última frase del Artículo 50 de la Ley No.4556, Ley de Personal de la Asamblea Legislativa Boletines Judiciales No.78 del  14 de abril.


7. VOTOS DE INTERES: 

JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SOBRE ESPACIOS ELECTROMAGNETICOS
2806-98. Lo fundamental de este asunto tiene que ver con el potencial efecto dañino que sobre la salud humana ejerzan las llamadas "frecuencias industriales"; esto es, las frecuencias de 50 y 60 hertzios de corriente alterna usada en los sistemas de energía eléctrica, que son las que producen los "campos de frecuencia industrial" (campos sinusoidales eléctricos y magnéticos producidos por cables y aparatos eléctricos que operan usando dicha corriente). La intensidad de estos campos se suele medir empleando las unidades denominadas "micro Teslas" (micro T) o "miliGauss" (mG), donde un micro T equivale a 10 mG.
ii.- Si bien está claro en la literatura científica que los campos magnéticos pueden ejercer fuerzas directamente sobre el cuerpo humano, éstas fuerzas son muy débiles, ya que los materiales biológicos son por lo general no magnéticos. Para causar cambios significativos en un sistema biológico se requieren campos que exceden con mucho aquéllos existentes en ambientes habituales. En lo que se refiere a la posible inducción de corrientes eléctricas en el cuerpo, se sabe que se requiere de un campo magnético de frecuencia industrial superior a 500 micro T (5000 mG) para inducir corrientes eléctricas de una magnitud similar a las que se dan de forma natural en el cuerpo humano. En otras palabras: si bien es cierto que los campos de frecuencia industrial suficientemente intensos como para inducir corrientes eléctricas superiores a las que ocurren naturalmente han mostrado efectos reproducibles en el laboratorio (incluyendo efectos en humanos), los campos de frecuencia industrial no han generado efectos biológicos reproducibles a la intensidad que se encuentran en las viviendas y lugares de trabajo. Se ha estimado así que los mecanismos biológicos conocidos a través de los cuales campos magnéticos intensos (valga repetir: de mas de 500 micro T o 5000 mG) causan efectos biológicos, no son relevantes para aquéllos de intensidad menor de aproximadamente 50 micro T (500 mG). Las corrientes inducidas en el cuerpo por campos de esa intensidad –si bien cualitativamente similares– son mucho más débiles que las que ocurren en él de forma natural.
iii.- La intensidad de los campos magnéticos depende de la distancia, la tensión, el diseño y la corriente. Por lo que toca a los cables de transmisión eléctrica, se estima que dentro del corredor o zona de paso de las líneas eléctricas de alta tensión (entendiendo por tales aquéllas que alcanzan de 115 a 765 kilovoltios o kV), los campos pueden alcanzar 10 micro T (100 mG), mientras que en el borde de esa área los campos serán de 0,1 a 1 micro T (1 a 10 mG). Por resultar de particular interés para este caso, es importante aclarar que la intensidad del campo magnético generado por una línea eléctrica no es dependiente de su voltaje sino de sus características y, particularmente, de la intensidad del flujo eléctrico (amperaje). De hecho, existe una proporción inversa entre voltaje y amperaje (en función de la resistencia del conductor) y, por esa razón, una manera de reducir los campos magnéticos consiste –justamente– en reemplazar líneas de menor tensión por líneas de mayor tensión. Desde la perspectiva científica, es claro entonces que los recurrentes yerran al estimar que el aumento en la tensión de las líneas que discurren por sus comunidades (pasando de 34 a 230 kilovoltios), repercutirá necesariamente en un incremento del consiguiente campo electromagnético. De hecho, lo cierto podría ser lo inverso.

iv.- ¿Por qué existe entonces una preocupación por las líneas eléctricas y el cáncer? La mayor parte de esta percepción se origina en estudios sobre personas que viven cerca de líneas eléctricas o que están empleadas en las llamadas "profesiones eléctricas". En efecto, algunos estudios epidemiológicos parecen mostrar una asociación entre la exposición a los campos magnéticos de frecuencia industrial y la incidencia de cáncer. Sin embargo, los estudios epidemiológicos más recientes muestran poca evidencia de que las líneas eléctricas se asocien a un aumento de cáncer, mientras que los estudios de laboratorio han mostrado poca evidencia de una relación entre los campos de frecuencia industrial y esa enfermedad, y la conexión entre los campos generados por las líneas eléctricas y el cáncer no se estima biofísicamente plausible. De hecho, una revisión reciente llevada a cabo por un grupo de importantes científicos de la Academia Nacional de Ciencias de Estados Unidos concluyó que: "Ninguna evidencia concluyente y consistente muestra que la exposición doméstica a campos eléctricos y magnéticos produzca cáncer, efectos neurocomportamentales adversos o efectos sobre la reproducción y el desarrollo". Más aún, el mayor estudio sobre líneas eléctricas y leucemia infantil jamás realizado (el efectuado por el Instituto Nacional del Cáncer de Estados Unidos y publicado en julio de 1997) concluye que no se ha podido encontrar evidencia alguna de una asociación entre ambas. Es así que, en general, la mayor parte de los científicos consideran que la evidencia de una conexión entre líneas eléctricas y cáncer es débil y poco convincente.

v.- En síntesis, existe un amplio consenso en la comunidad científica de que no se ha establecido una asociación causal entre la exposición doméstica a campos de frecuencia industrial y los posibles riesgos a la salud humana. Justo es reconocer que también hay consenso respecto a que no ha sido y no puede ser probado que la exposición a estos campos sea absolutamente segura, circunstancia en la que juega un papel fundamental el hecho de que –en general– no se puede demostrar fehacientemente un hecho negativo (esto es, aunque quizás se pruebe en el futuro que los campos magnéticos perjudican la salud, lo que probablemente no se logrará demostrar nunca es que no la afectan). Pero –para lo que aquí interesa– está suficientemente claro que los estudios que parecen evidenciar ese riesgo parten de intensidades en los campos magnéticos que superan, con mucho, a aquellos que se espera encontrar en la vecindad de las líneas eléctricas de interés en el sub lite."
Además, sobre la aplicación del principio de prevención, típico de la materia ambiental, se expresó:

"ii.- Los recurrentes, y una parte de la literatura científica consultada, invocan el llamado "principio de la evitación prudente" para aseverar que –ante la duda que impera acerca de si los campos electromagnéticos inciden o no sobre la salud humana– lo correcto es actuar minimizando en lo posible las situaciones de exposición de las personas a dicha influencia. La pretensión de aquéllos es la de que, traduciendo dicha filosofía al terreno de lo constitucional, esta Sala acoja el recurso deducido y ordene la definitiva terminación de las obras emprendidas por el ICE. En este sentido, aducen que así se sigue del punto nº 15 de la "Declaración de Río", adoptada por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, en junio de 1992, que reza:
"Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente."
Sobre este particular, es necesario dejar en claro, desde ya, que la Sala comprende y comparte la importancia del principio de la evitación prudente que, de hecho, ha inspirado –aunque no se le haya citado como tal– diversos pronunciamientos anteriores en materia de tutela de la salud y del ambiente. Pero es necesario insistir en que la observancia de un principio puede ser racional o irracional, y el caso de la evitación prudente no es excepción (en efecto, nótese que el estudio que los propios accionantes aportan a folios 301 y siguientes especifica –concretamente, a folio 316– que este enunciado es aplicable "cuando resulte razonable, práctico y económico"). De hecho, está claro que el principio en cuestión en ningún momento parte de la perspectiva de que sí existe un riesgo positivo para la salud originado en los campos magnéticos; por el contrario, la "evitación prudente" es únicamente una recomendación, de vigencia transitoria,  para que se apliquen determinadas medidas preventivas (y, valga repetir: razonables, prácticas y económicas) mientras la ciencia avanza en sus investigaciones y adquiere una mejor perspectiva del problema. Para mejor comprensión en lo que interesa a nuestro asunto, y por vía de ejemplo, se puede asegurar que sería claramente irracional la aplicación de un principio precautorio que afirme que puesto que existe el peligro de que personas mueran en accidentes de tránsito, entonces lo prudente es abstenerse de conducir un vehículo o, peor aún, prohibir el tránsito automotor del todo. Nótese que –en ese caso– lo irracional del precepto radica en que, en la circulación vehicular, el peligro de muerte o lesión –que es sin duda real, en lo que difiere del sub examine– no es inminente. Por lo tanto, la conducta racionalmente prudente no es la de dejar de conducir vehículos sino la de hacerlo con plena observancia de las reglas del llamado manejo defensivo. En el caso que nos ocupa, la Sala no podría más que acoger la gestión de los accionantes (quienes entienden la evitación prudente como un impedimento absoluto de edificar obras como la proyectada en su comunidad) si estuviese claro que la salud de las personas y la integridad del ambiente se encuentran sometidas a una amenaza real e inminente (nótese que en modo alguno se llega al extremo de exigir la demostración de daño efectivo) de los efectos del campo magnético que generarán las líneas de transmisión que pretende erigir el Instituto Costarricense de Electricidad. Pero lo cierto es que a la luz de los elementos de juicio recabados hasta aquí, no se percibe la existencia de un peligro tal, por lo que la aplicación de la evitación prudente tendrá que discurrir necesariamente por un cauce distinto al que quisieran los gestionantes, como se dirá más abajo. Y en esto no se ve contradicción alguna con los enunciados de la citada Declaración de Río, porque lo que aquí se resuelve no tiene el propósito de eludir los costos que derivarían de acoger la acción planteada (aspecto por demás irrelevante para la Sala en lo que toca al respeto de los derechos humanos, como se ha reiterado en diversos fallos; consúltese, por ejemplo, la sentencia nº 2728-91 de las 8:54 horas del 24 de diciembre de 1991), sino que parte de la postura de que no hay evidencia de que estemos en presencia del "peligro de daño grave o irreversible" a que se refiere aquel pronunciamiento."
Hizo ver categóricamente la Sala que: 

"Ante la ausencia de criterios que indiquen que existe siquiera una verdadera amenaza a la salud de los accionantes o al ambiente en el que viven (por el contrario, los criterios mayoritarios apuntan hacia que no la hay), así como a los demás derechos fundamentales que se cita en el recurso, lo que procede es desestimar el amparo por vía de reiteración de los precedentes dictados en esta materia, como en efecto se hace."

Finalmente, pese a que no se tuvo por demostrada la amenaza o infracción de los derechos fundamentales  objeto de debate, se incluyeron varias obligaciones para los accionados: 

"...con fundamento en lo que dispone la parte final del artículo 49 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, y haciendo lo que se estima una correcta aplicación de la doctrina de la evitación prudente al caso concreto, se juzga necesario ordenar al Instituto Costarricense de Electricidad que adopte todas las medidas que sean requeridas para asegurar que el campo magnético generado por las obras no exceda, en las viviendas, los márgenes a que se ha comprometido con la Sala y con la comunidad, a saber, un promedio de 0,1 a 0,3 micro T (1 a 3 mG) en condiciones normales y un máximo de 0,8 micro T (8 mG) en condiciones de sobrecarga y por no más de dos horas al año (entre otros; véase el documento de folios 100 a 102). Del mismo modo, y sin perjuicio de las restantes acciones que de su propia iniciativa disponga efectuar, deberá el ICE designar y comunicar a las comunidades interesadas, bien sea a través del Municipio local o de otros organismos similarmente representativos, una dependencia propia que será responsable de informar –de oficio o a solicitud de parte– acerca del resultado de las mediciones que se practicará regularmente de la intensidad del señalado campo en las áreas en que la línea de transmisión atraviese las zonas habitadas por personas."
2504-99. Reclaman los actores amenaza de daño de su derecho fundamental a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues se planea una obra de electrificación que implica pasar cables de alta tensión por la propiedad que es su vivienda y refugio privado de vida silvestre (esto último según Decreto Ejecutivo número 27257-MINAE del 20 de mayo de 1998 a folio 28). Del informe rendido bajo juramento por los recurridos se concluye que la eventual lesión se restringiría al área de los efectos propios de las líneas conductoras de electricidad. No hay siquiera amenaza de daño físico (corta de árboles, instalación de torres) a la propiedad, por lo que este derecho no será sometido a análisis aquí. Esto, sin perjuicio de efectuar tal estudio frente a una posterior amenaza en ese ámbito y bajo el entendido de que si el paso aéreo de las líneas debe efectuarse sin el consentimiento de los amparados, deberá recurrirse a la expropiación, tal y como lo indica en su escrito la representante del Instituto Costarricense de Electricidad y consta en el documento de  folio 16, la que deberá respetar el contenido que estatuye el artículo 45 de la Constitución Política.  

I.-  En lo que respecta al problema específico de la instalación de cables de alta tensión, existe el antecedente contenido en la sentencia número 02806-98 de las 14:30 horas del 28 de abril de 1998, en el que se trató con amplitud su relación con el derecho a la salud.

En consecuencia, se mantiene aquí la tesis transcrita, haciendo ver al Instituto Costarricense de Electricidad que deberá sujetarse a límites como los fijados en la sentencia citada al desarrollar el proyecto en cuestión sobre todo, en lo que atañe al nivel máximo de "micro Teslas" y "miliGauss". Esto, porque tanto en el plano preliminar de folio 17, como en el apartado primero del informe de la apoderada especial judicial del Instituto (folio 10) se alude a un voltaje de 230 kilovoltios, igual al que se utilizó en el caso objeto de pronunciamiento en el expediente número 97-006785-007-CO-V, de suerte que le son aplicables las recomendaciones arriba reseñadas. Eso sí, aclarando que como en este caso no se ha suscrito ningún acuerdo con los vecinos del lugar, en general, ni con los actores en particular el deber del Instituto en este asunto comprende el mantener los niveles aludidos de "micro T" y "mG" en la vivienda de los amparados; y el del Ministerio de Salud consiste en realizar investigaciones periódicas de carácter epidemiológico en aras de detectar cualquier efecto negativo del tendido eléctrico sobre la salud de las personas que ahí residen.

II.- Finalmente, en lo que toca a la protección al medio ambiente que consagra el artículo 50 de la Constitución Política, importa resaltar que la Secretaría Técnica Nacional Ambiental del Ministerio del Ambiente y Energía (SETENA) autorizó la obra con una simple declaración jurada de compromisos ambientales. Sin embargo, para ello -según se expresó en el informe rendido por el representante de la Secretaría- no se tuvo en cuenta la declaratoria de refugio privado de vida silvestre de la propiedad de los actores, que operó al amparo del Decreto Ejecutivo número 27257-MINAE, publicado en el Diario Oficial "La Gaceta" número 60 del viernes 11 de setiembre de 1998. Lo anterior porque aún no se había firmado y publicado el Decreto en cuestión. Este planteamiento elude la cuestión de fondo, que es si la obra puede continuar aprobada en esos términos pese a la declaratoria de refugio de vida silvestre del terreno y, aun cuando ello fuera posible, si la declaración jurada en sus términos actuales implica la protección ambiental que el refugio requiere. Ninguna de esas circunstancias se comprendió al completar el Formulario de Evaluación Ambiental Preliminar que corre a folios 40 y 41 de este expediente (la pregunta número 27 del formulario expresamente apunta a si el terreno se localiza dentro de un área protegida y se contestó que no), al dictar la resolución número 503-97-SETENA (folio 44), ni al rendir la declaración jurada de compromisos ambientales (folio 45), que dio lugar a la resolución número S.G.497-97 de la Secretaría, exonerando de la presentación de un estudio de impacto ambiental. Este trámite se cumplió un año antes de que apareciera publicado el Decreto que importa (el formulario tiene fecha 21 de julio de 1997, la primera resolución de la Secretaría es del 28 de julio de 1997, y la segunda del 2 de setiembre de 1997), de manera que no existía obligación del Instituto o la Secretaría de tratar el asunto desde esa óptica. De igual forma, los informes rendidos por el Instituto Costarricense de Electricidad y la SETENA son de algunos días anteriores a la publicación (4 y 2 de setiembre de 1998, respectivamente). Sin embargo, es claro que el Decreto Ejecutivo número 27257-MINAE obliga a replantear, antes de iniciar las obras, el problema de su impacto sobre el medio ambiente, de modo que a las recomendaciones formuladas en el anterior acápite valga añadir aquí que el punto debe ser obligatoriamente sometido por el Instituto Costarricense de Electricidad a consideración de la SETENA, con la debida antelación al inicio de las obras. En resumen, el recurso debe desestimarse por no existir todavía una amenaza cierta de los derechos fundamentales que se han invocado, sin embargo, que ese estado continúe depende del acatamiento de las advertencias que se incluyeron en esta sentencia. En caso contrario, podrán los actores reclamar de nuevo el amparo de esta vía.

3771-00. Lo señalado, también, concreta el punto a resolver en este recurso de amparo: el recurrente ha indicado que la Municipalidad de Limón y el Instituto Costarricense de Electricidad, han lesionado aquel derecho esencial de las personas. El primero, porque ha autorizado la ejecución de obras en la zona marítimo terrestre en Viscaya, Bananito y Estero Negro y, el segundo, porque realiza un proyecto de electrificación, sin contar con un plan regulador, en las poblaciones de Bananito, Valle La Estrella, Cahuita, Puerto Viejo, Bribrí y Sixaola, de la Provincia de Limón. Sobre esa base, es, pues, que procede el análisis del problema plantado.  Respecto del ICE, aunque el recurrente ha desistido del recurso, la Sala repara en que el derecho fundamental que requiere de tutela, está relacionado, como se dijo, con el medio ambiente, pero también, con las bellezas naturales (o escénicas), que son, indudablemente, derechos de relevancia constitucional y de ahí que, tal petición, resulte improcedente. Sin embargo, en relación con los hechos que han motivado el amparado, de los informes rendidos, tanto por la Municipalidad de Limón como por el ICE -los cuales se consideran dados bajo juramento(artículo 44 p.2, LJC)-, no se deduce la existencia de lesión alguna a los citados derechos fundamentales. En efecto, la representante del ICE ha ratificado la necesidad de abastecer de electricidad a aquellas comunidades, lo que se ha proyectado como una solución al conflicto que han planteado usuarios de Río Banano hasta Penshurth, que desde hacia mucho tiempo la demandaban, lo que no ha significado, ninguna tala de árboles y ha tenido apoyo en estudios técnicos, como el informe "Alimentador Moin-Penshurth y sus efectos ambientales" y muestras sobre los efectos ambientales que pudieren derivar, tomando, como consecuencia de ello, todas las previsiones del caso y ha considerado dos posibilidades, desde el punto de vista de viabilidad técnica, estudios que, por lo demás, no han concluido la existencia de una afectación real al medio ambiente y han contado con la autorización del MINAE. Justamente, por esa consideración, es que, ya en una ocasión, conscientes del impacto ambiental que la construcción produciría a la belleza escénica, la obra se suspendió para asegurar la escogencia de la mejor ruta, lo que motivo protestas de parte de los vecinos, quienes lo hicieron saber al Presidente de la República. Sin duda, el desarrollo científico, técnico e industrial, el coetáneo aumento de población, han ocasionado el crecimiento y la modificación de las tareas del Estado, porque la moderna vida económica, cultural y social necesita de planificación, de dirección y de configuración, en procura de la seguridad y asistencia sociales como fines esenciales del Estado.  El tema del ambiente, que se complementa con en de las bellezas naturales o escénicas, del que nuestro país ha brindado importantísimos aportes, a pesar de su limitada extensión territorial, ha sido ampliamente tratado por esta jurisdicción constitucional y, uno de sus últimos pronunciamientos, lo fue el relacionado con la línea de transmisión de alto voltaje La Caja-Belen, precedente que recurrió, también, a otros relacionados con ese mismo tema. Pero, ninguno de ellos, tuvo por acreditada la existencia real de daños al ambiente o a las bellezas naturales o escénicas, surgiendo, eso sí, recomendaciones para las instituciones recurridas. Indefectiblemente, aquí no puede ser de otra forma. Para la decisión de problemas como el aquí plantado, se requiere, de criterios técnicos que transcienden la mera constatación, como una de las características importantes del instituto del recurso de amparo. Precisamente, en este último recurso, se señaló que la Sala Constitucional es un tribunal de derecho y sus sentencias reposan sobre criterios eminentemente jurídicos, que debe establecer la verdad real de los hechos, fundamentalmente, a partir del recurso, del informe y las probanzas que sean anexadas. Sobre la base de estos aspectos, la Sala no ha podido acreditar, en el caso concreto, la existencia real de lesiones al medio ambiente o a las bellezas naturales o escénicas. Si tiene acreditado, por el contrario, que el ICE realiza trabajos en ejercicio del servicio publico y de interés público y ha aportado pruebas que evidencian que ha actuado con diligencia en el proyecto que ejecuta, que ha contado con la autorización de los órganos competentes y, contrariamente, no ha aportado ninguna prueba que muestre lesiones a alguno de aquellos derechos. Lo mismo cabe decir, respecto de las violaciones que se atribuyen a la Municipalidad de Limón, pues, tampoco, se han apoyado con prueba determinante que comprueba la existencia de daños al medio ambiente. No puede dejar de señalarse, que el recurrente es el Presidente de la "Asociación Ecologista Limonense Ser y Conservar". Pero, la única probanza que ha aportado al recurso, lo es  un oficio referente a la corta de palmares en la ruta 36,  que es una autorización del Área de Conservación Amistad Caribe dirigida al Jefe de la Oficina de Mantenimiento del ICE en Limón, en el que se autoriza la corta de algunos arboles comprendidos entre el sector de Santa Rosa hasta el puente del Río Banano, lo cual se corresponde con la abundante prueba documental aportada por el ICE. Esto no significa, que el recurrente no pueda acudir a la jurisdicción común, a ejercer las acciones que correspondan, en virtud de haber dejado entrever, algunos hechos que podrían derivar en lesiones al orden penal. Solo resta por recordar, a las autoridades recurridas, las recomendaciones que han surgido en relación con hechos similares a los que han generado este recurso de amparo. Sin más, procede declarar sin lugar el recurso.
5186-99  Desobediencia al recurso 97-6785.  En la especie, es apreciable que tanto el Instituto Costarricense de Electricidad como el Ministerio de Salud han desobedecido la orden emitida por esta Sala en la sentencia número 2806-98 dictada en este asunto, y que fuera aclarada mediante la resolución 664-I-98. Si bien el Ministerio de Salud ha realizado varios actos de preparación para el cumplimiento de su función, tales como la traída al país de un experto internacional (folio 851); la conformación de un sistema de vigilancia epidemiológica, formado por profesionales de diversas áreas y procedencias (folio 867); y ha efectuado diversas instancias ante el Instituto Costarricense de Electricidad a fin de obtener el equipo necesario para hacer las mediciones ordenadas por esta Sala (folio 889); lo cierto es que no ha demostrado haber iniciado siquiera los estudios epidemiológicos ordenados por este Tribunal, con lo que desacató lo que fuera dispuesto en la citada sentencia.

III.- Por su parte, el Instituto Costarricense de Electricidad también ha llevado a cabo varios actos tendientes a implementar las medidas de vigilancia establecidas en la sentencia 2806-98 citada; así, comenzó por elaborar un protocolo de actuación para la medición del campo electromagnético en Bosques de Doña Rosa (folio 884); realizó también los trámites para la contratación de una empresa extranjera que calibrara dos de sus medidores y los envió a la empresa Dexsil Corporation en el pasado mes de abril (folios 872 a 881, 891 y 893); también consta la realización de mediciones provisionales realizadas con equipo aún no calibrado, los días dieciséis y veintiuno de octubre, once de noviembre y ocho de diciembre, todos de mil novecientos noventa y ocho, y veintisiete de enero del año en curso (folios 895 a 917). En lo que se refiere a la certificación de las emanaciones del campo electromagnético por parte del Instituto Costarricense de Electricidad, entiende este tribunal que por tener que someterse a los procedimientos de contratación administrativa, la calibración de los gausiómetros puede razonablemente haber sufrido algunos retardos. No obstante lo anterior, dicha entidad ha incumplido con su deber de mantener informadas a las comunidades interesadas, necesariamente a través de la Municipalidad de Belén, y a todas las personas y organizaciones que así lo requieran, respecto de todas las medidas que ha adoptado y pretenda adoptar para dar cumplimiento a la sentencia 2806-98. Lo anterior es corroborado por la propia Corporación Municipal, que en su escrito de folio 847 acusa que el Instituto Costarricense de Electricidad no le ha brindado información alguna en relación con el tema en comentario.

IV.- Habiendo encontrando esta Sala que las dos recurridas desobedecieron la sentencia 2806-98, en cuanto a los dos aspectos referidos en este párrafo, procede declarar con lugar la presente gestión, y ordenar se testimonien piezas para ante el Ministerio Público para lo de su cargo.

5278-00. De las copiosas alegaciones contenidas en los diversos memoriales presentados ante esta Sala por parte de los diversos recurrentes en este proceso, es posible extraer como objeto principal del presente amparo que este tribunal ordene la detención de las obras realizadas por el Instituto Costarricense de Electricidad para la construcción de la línea de transmisión Miravalles-Liberia, por estimar los gestionantes que la puesta en funcionamiento de dichos conductores generaría un campo electromagnético nocivo para la salud de quienes –como ellos- habitan cerca del lugar donde serán instalados los cables y para el medio ambiente en general. Estiman además que el referido proyecto, por el hecho de carecer de permisos otorgados por la Municipalidad de Liberia, constituye una violación a la autonomía de la referida entidad corporativa. Para la resolución de este asunto, debe la Sala dividir el tema de discusión en dos apartados principales: uno referente a la competencia de la Municipalidad recurrida frente a la del Instituto Costarricense de Electricidad en este punto; de seguido, podrá ser analizado si la obra impugnada implica un daño efectivo a la salud pública o al medio ambiente, o cuando menos la puesta en inminente peligro de tales valores fundamentales.
8234-00. El segundo aspecto fundamental traído a discusión en este proceso lo es la relación entre la creación de campos electromagnéticos debido al funcionamiento de líneas de transmisión eléctrica como la que el Instituto Costarricense de Electricidad pretende desarrollar entre el Proyecto Hidroeléctrico Miravalles y la ciudad de Liberia, y la provocación o mayor incidencia de enfermedades y otros daños a la salud. Al igual que en el caso de lo expresado en los dos párrafos anteriores, este tema ya fue tratado por la Sala al resolver el recurso de número amparo 97-006785-007-CO, por medio de la sentencia número 2806-98, de las catorce horas con treinta minutos del veintiocho de abril de mil novecientos noventa y ocho. Además del precedente antes citado, la Sala Constitucional se ha pronunciado sobre situaciones similares a la estudiada en las sentencias números 3267-95, 3268-95 y 3334-95. En la primera resolución de cita (reiterada inmediatamente por la segunda), la Sala examinó el reclamo formulado por vecinos de Cedral de Ciudad Quesada, quienes se quejaban de la construcción de un tendido eléctrico de alta tensión y baja frecuencia denominado línea de transmisión Arenal–Ciudad Quesada, el cual –decían– afectaría a la población en general, ya que no se contó con un estudio previo de impacto ambiental y su salud se podía ver afectada por padecimientos como cáncer y leucemias, todo por el campo electromagnético que dichas líneas producirían. En aquel momento, expresó la Sala:
"Lo impugnado no es contra un acto administrativo en concreto, sino por los posibles efectos tanto para la salud como al ambiente que el proyecto pueda ocasionar, pero se debe tomar en cuenta que los trabajos realizados están fundados en el ejercicio del servicio público que presta la Institución accionada; y por otra parte, no se ha probado fehacientemente que las afectaciones alegadas se hayan dado anteriormente en el país, pues el Instituto Costarricense de Electricidad, bajo la fe de juramento, ha indicado en su informe que ha utilizado este sistema de tendido eléctrico de alta tensión y baja frecuencia desde hace 36 años sin conocer efectos negativos. Sobre el punto, las publicaciones extranjeras que han sido analizados por los profesionales en ciencias médicas que aparecen en los autos, no necesa​riamente coinciden con hechos acaecidos en nuestro país, pues las circunstancias, lugar y otros factores pueden variar en nuestro medio de casos ocurridos en otros lugares del planeta.

Sin que lo resuelto en este recurso cierre la discusión respecto de los efectos ocasionados por campos electromagnéticos, lo cual deberá dilucidarse en su momento oportuno, por lo pronto, a falta de pruebas contundentes de perjuicio o amenaza evidente, que debiliten la posición del instituto recurri​do, lo procedente es declarar sin lugar el recurso."
Por su parte, la resolución número 3334-95 se refirió a un proyecto de tendido eléctrico denominado "Línea de transmisión de Toro a San Miguel", caracterizado precisamente por una tensión de doscientos treinta mil voltios, lo cual –según los recurrentes– causaba un grave perjuicio al medio ambiente, así como a la salud de los accionantes, ya que las obras generaban ruido permanente las veinticuatro horas del día, y producirían posteriormente una carga magnética que podría a la postre causar innumera​bles enfermedades. Indicaban además que para la realización de las obras descritas no se contaba con los permisos correspondientes ni se llevó a cabo el estudio de impacto ambiental respectivo. Al respecto señaló el Tribunal:
"Acuden los recurrentes a esta Sala, para que les sea resuelta su situación respecto de la posible afectación  y perjuicio, que les causa la instalación de cables de alta tensión, cerca de sus casas. No obstante, mediante sentencia número 3267-95 de las nueve horas seis minutos del veintitrés de junio de los corrientes, se declaró sin lugar el recurso de amparo número 1417-95, en el cual se planteaba idéntica situación, a la descrita por los aquí recurrentes. En virtud de lo expuesto, habiendo sido resuelta por esta Sala, la situación planteada mediante el voto anteriormente mencionado, el amparo deviene en improcedente y debe ser rechazado de plano."
De lo anterior es posible colegir que la postura de la Sala con relación a esta problemática ha sido la de considerar que de no verificarse una lesión o un inminente peligro de afectación de la salud pública y del medio ambiente como consecuencia de la conducción de electricidad en lugares cercanos a centros de población, no resulta razonable, con el grado de conocimiento existente a la fecha respecto del tema, ordenar al Instituto Costarricense de Electricidad que desista de efectuar la obra en cuestión sin que exista una base científica que demuestre que los campos electromagnéticos de magnitud similar a la que producirá la obra en cuestión producen daños a la salud, o que al menos haga prever que tales daños podrían con un grado suficiente de probabilidad, verificarse. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 párrafo 2° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, el recurso de amparo procede únicamente contra aquellas conductas activas u omisivas que hayan producido, produzcan o amenacen provocar, lesiones en los derechos fundamentales de las personas. En la especie, la conducta administrativa impugnada (la construcción y eventual entrada en funcionamiento de la línea de transmisión Miravalles-Liberia) no se ha demostrado que se encuentre en esa situación. Tampoco haciendo uso del principio de evitación prudente es posible entender que la referida obra vaya, con algún grado razonable de probabilidad, a poner en riesgo la salud de los habitantes de los caseríos ubicados a ambos lados de las líneas o la integridad del medio ambiente. En vista de lo anterior, es que debe la Sala desestimar el presente recurso de amparo también en cuanto a la alegada violación o puesta en peligro de los derechos reconocidos en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política.

VI.- Conclusión. En síntesis, de las actuaciones del Instituto Costarricense de Electricidad impugnadas, así como la participación que la Municipalidad de Liberia, del Ministerio de Salud y de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental no se observa que haya sido cometido, por parte de las instituciones recurridas, acto alguno capaz de afectar o poner en inminente riesgo los derechos fundamentales invocados por los recurrentes. Lo anterior lleva a la necesidad de que el presente recurso de amparo debe ser declarado sin lugar en todos sus extremos, como en efecto se hace.
10790-01.  El caso en especie está dirigido a un tema que, debido al debate científico y jurídico que se ha generado alrededor suyo, ha tomado un carácter polémico, pues se ha hecho patente a nivel internacional y local la preocupación por parte de importantes sectores de la teoría doctrinaria sobre la materia, así como de las autoridades públicas competentes y de la población en general, de los posibles efectos que sobre la salud humana pudiese producir la presencia de campos electromagnéticos derivados de las obras de transmisión eléctrica –en especial de las líneas de alta tensión–. Ahora bien, el recurrente argumenta en el escrito de interposición que producto del emplazamiento de un cableado de alta tensión contiguo a su casa, por parte del Instituto Costarricense de Electricidad, se está ocasionando un daño en su salud y en la de su familia y además, se está desaplicando el principio de evitación prudente o precautorio dispuesto por el punto 15 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992. De esta manera, y teniendo en claro que para que el presente recurso prospere es indispensable la demostración de que se hayan violado, se estén violando o exista una amenaza real e inminente de que se vaya a operar una infracción –en este caso– en contra del derecho a la salud y el derecho a un medio ambiente sano, la primera escala dentro del análisis es determinar sí efectivamente ha sobrevenido alguna de estas hipótesis, pues de no ser así (y como obligada consecuencia), no quedaría otra cosa que proceder a desestimar el asunto. 

IV.- Un punto importante que tanto el recurrente como los recurridos han dejado de lado es el significativo cambio que a nivel de derecho positivo se ha operado entre el momento en el que se dictó la sentencia 02806-98 de las catorce horas con treinta minutos del 28 de abril de 1998 (de reiterada cita en los escritos presentados) y la actualidad, ya que a la hora de la emisión de dicha sentencia existía un evidente vacío normativo sobre el tema, principalmente en lo relativo a un límite para la extensión de los campos electromagnéticos, lo cual ha variado sustancialmente, siendo a que se ha desarrollado por parte de las autoridades competentes en la materia, un marco normativo específico para la regulación de las líneas de alta tensión, de esta manera el Instituto Costarricense de Electricidad emitió en forma autónoma el "Reglamento General para el Desarrollo y Operación de las Obras de Transmisión de Electricidad, relacionado con Campos Electromagnéticos y otros aspectos ambientales", publicado en el Alcance número 95 a La Gaceta número 246 del 22 de diciembre de 1998, éste en su artículo 1, Capítulo IV, asigna el respectivo valor permisible en lo concerniente a campos magnéticos. Este numeral, entonces, determina claramente el límite operativo de las líneas de alta tensión, con respecto a la magnitud del campo electromagnético que éstas generen, no obstante, establece al mismo tiempo la necesaria actualización de los límites permisibles en razón del avance en el conocimiento científico, lo cual, está reforzado además con las disposiciones del artículo 1 del Capítulo III del mismo reglamento. 

V.- Esta Sala, por otra parte, en reiterada jurisprudencia (ver sentencias 2806-98 de las catorce horas con treinta minutos del 28 de abril de 1998,  2504–99 de las dieciocho horas con tres minutos del 7 de abril de 1999, 6036–99 de las dieciséis horas cuarenta y ocho minutos del 3 de agosto de 1999, 10351–00 de las catorce horas cincuenta y siete minutos del 22 de noviembre de 2000 y 1263–01 de las trece horas diecisiete minutos del 9 de febrero de 2001), ha dispuesto que el daño a la salud producto de las líneas de alta tensión requiere una probanza definitiva, pues a la luz de los estudios técnicos más completos y actuales el mismo no ha sido determinado con absoluta certeza, es decir, que la causalidad entre el desmedro de la salud y la presencia de líneas de alta tensión en las proximidades de las viviendas de los recurrentes no ha podido ser establecida fehacientenmente. En lo que respecta al principio de evitación prudente previsto en la Declaración de Río de 1992, la jurisprudencia constitucional permite determinar también que la correcta lectura del principio no es la que se le ha querido dar por parte del recurrente, ya que 

"...De hecho, está claro que el principio en cuestión en ningún momento parte de la perspectiva de que sí existe un riesgo positivo para la salud originado en los campos; por el contrario, la "evitación prudente" es únicamente una recomendación, de vigencia transitoria, para que se apliquen  determinadas medidas preventivas (y valga repetir: razonables, prácticas y económicas) mientras la ciencia avanza en sus investigaciones y adquiere una mejor perspectiva del problema." (Sentencia número 2806–98 de las catorce horas con treinta minutos del 28 de abril de 1998) "Uno de los principios esenciales que componen el derecho ambiental es el "principio precautorio" o "principio de la evitación prudente", el cual está contenido en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Declaración de Río, que literalmente indica:  "Principio 15.-  Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente". (En igual sentido ver artículo 11 de la Ley de Biodiversidad).  El término prevención deriva del latín "praeventio", que alude a la acción y efecto de prevenir, a aquellas preparaciones y disposiciones que se hacen anticipadamente para evitar un riesgo o ejecutar una cosa. La prevención pretende anticiparse a los efectos negativos, y asegurar la protección, conservación y adecuada gestión de los recursos.  Consecuentemente, el principio rector de prevención se fundamenta en la necesidad de tomar y asumir todas las medidas precautorias para evitar o contener la posible afectación del ambiente o la salud de las personas.  De esta forma, en caso de que exista un riesgo de daño grave o irreversible -o una duda al respecto-, se debe adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad de que se trate.   Lo anterior debido a que en materia ambiental la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse producido ya las consecuencias biológicas y socialmente nocivas, la represión podrá tener una trascendencia moral, pero difícilmente compensará los daños ocasionados al ambiente." (Sentencia número 02219-99 de las   quince horas con dieciocho minutos del veinticuatro de marzo de mil novecientos noventa y nueve)

De esta manera, esta Sala concluye que la conducta racionalmente prudente es aquella que no tiende a vedar una práctica, sino que, ante la ocurrencia de ésta tiende a prever todas las medidas que permitan anticipadamente mitigar los efectos que la conducta en cuestión pueda eventualmente, llegar a generar. En otras palabras, la Sala sólo podría acoger una acción con base en este principio sí estuviera probada –tan sólo– la amenaza real e inminente de los efectos en la salud, derivados de los campos electromagnéticos.
VI.- En este orden de ideas, es necesario apreciar que acorde con los hechos probados en el presente asunto, entre el recurrente y los recurridos ha existido en todo momento una relación constante, de modo tal que ante los planteamientos realizados por el primero, tanto el ICE como el Ministerio de Salud procedieron ha responder efectivamente. Por otra parte, es evidente que el amparado decidió comenzar a construir su casa sin el respectivo asesoramiento del ICE, lo cual consiguientemente implicó un incorrecto cálculo de la distancia que él mismo debió guardar con referencia a las líneas de alta tensión y que lo conllevó a ubicarse en la situación que actualmente padece. En un caso similar, ya examinado por este Tribunal, se determinó que: 

"... en todo caso, resulta evidente que el cableado inicial tiene una distancia razonable del Centro Educativo en cuestión, y que han sido las autoridades de la Junta de Educación y desde luego la Municipalidad local las que por acción u omisión han permitido un acercamiento de las instalaciones al cableado tendido por el ICE, provocando esta situación que se acusa en el amparo." (Sentencia número 6036–99 de las dieciséis horas cuarenta y ocho minutos del 3 de agosto de 1999)

 Por consiguiente, en el caso en especie no puede asegurarse que sea responsabilidad del ICE el haber puesto en un predicamento –si es que realmente existe alguno– al recurrente y su familia, sino que ha sido responsabilidad propiamente del amparado y, eventualmente, de la Municipalidad local (en la forma como se reconoció en la sentencia transcrita anteriormente). 

VII.- Así las cosas, siendo que no ha sido posible determinar la existencia siquiera de una amenaza real e inminente al derecho fundamental a la salud y a un medio ambiente sano, no es posible entonces proceder con la estimatoria del presente asunto.  No obstante lo dicho hasta ahora, existe en la literaura científica así como en los informes de la Defensoría de los Habitantes de la República, visible a folios 25 a 34, y el de la Defensoría del Pueblo de España, aportado por el coadyuvante activo y apreciable a folios 128 a 159 del expediente del recurso, manifestaciones de una fuerte aceptación de una relación de causalidad entre los campos eletromagnéticos y la leucemia infantil, razón por la cual, la Sala debe, a pesar de la desestimación del recurso, advertir al ICE de realizar todas las medidas posibles, adecuadas y oportunas para asegurar que los campos electromagnéticos medidos hasta ahora, no lleguen a un nivel tal que puedan poner en riesgo la salud de los menores que habitan la vivienda propiedad del recurrente. 

8554-02.   La recurrente Saalau Malavassi demanda amparo sobre la base de lesiones al derecho a la salud y a un ambiente sano. Su argumento, lo hace derivar de que el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) planea pasar líneas de alta tensión por su propiedad –donde ya hay otras–, cortar árboles de su alrededor, todo lo cual influye negativamente en las nacientes de agua, vegetación y la vida, así como en la casa en que viven y en la que piensan construir a partir de los campos magnéticos que aquella generaría.  El cargo fue rechazado por el Presidente del ICE, porque, no solo no se ha realizado el trazo definitivo para las nuevas líneas, sino, que tampoco se ha demostró por la accionante la intención de construir una casa ni científicamente o por otro medio idóneo, el grado de contaminación magnética que produce la instalación de tendidos eléctricos y su consecuente daño al ambiente y a la salud pública. 

La preocupación de la recurrente, como ha sido la de otros que han planteado un recurso similar, es, sin duda alguna, también, una inquietud de la Sala como órgano creado para garantizar los derechos fundamentales de las personas como la salud y un ambiente sano (arts. 21 y 50 de la Constitución Política).  Pero,  para la Sala no ha sido posible determinar con certeza la posible amenaza de esos derechos, a partir de consecuencias reales que pueda derivar la instalación de líneas de alta tensión. La vasta doctrina que se ha elaborado al respecto, es, negativa: los planteamientos han partido hasta de señalar la naturaleza jurídica y  objeto del amparo. Se ha señalado que este es un recurso subjetivo, destinado a garantizar los derechos y libertades fundamentales, cuando unos y otros hayan sido violados, o se violen, o se amenace en forma real e inminente con hacerlo en virtud de acciones, omisiones o simples actuaciones materiales no fundadas en un  acto administrativo eficaz, de los servidores u órganos públicos. Sobre esa base, debido al debate científico y jurídico que se ha generado alrededor del tema planteado, tanto en el ámbito internacional y nacional, como en la mayor parte de los importantes sectores de la teoría doctrinaria sobre la materia, así como de las autoridades públicas competentes y de la obligación en general, no ha sido posible determinar los efectos que sobre la salud humana puede producir la presencia de campos electromagnéticos derivados de las obras de transmisión eléctrica. Se ha destacado que el daño a la salud producto de las líneas de alta tensión, requiere una probanza definitiva, pues, a la luz de los estudios técnicos más completos y actuales, el mismo no ha sido determinado con absoluta certeza, es decir, que la causalidad entre el desmedro de la salud y la presencia de líneas de alta tensión en las proximidades de las viviendas  de los recurrentes, no ha podido ser establecida fehacientemente (RSC N. 2001-10790, 16:22 horas, 23 de octubre, 2001). De la misma manera, se ha planteado la tutela de los derechos que aquí reclaman a partir de la concreción del principio precautorio o de evitación prudente, pero, ha concluido que la conducta racionalmente prudente es aquella que no tiende a vedar una práctica, sino que, ante la ocurrencia de ésta tiende a prever todas las medidas que permitan anticipadamente mitigar los efectos que la conducta en cuestión pueda eventualmente, llegar a generar. Así, pues, ha concluido, la Sala solo podría acoger una acción con base en este principio si estuviera probada tan solo una amenaza real e inminente de los efectos en la salud, derivados de los campos electromagnéticos(RSC N. 2001-10790, 16:22 horas, 23 de octubre, 2001).  Sobre la base de esas consideraciones, se han dispuesto normas que han impuesto límites operativos de las líneas de alta tensión, así como respecto de la magnitud del campo electromagnético que estas generen y la necesaria actualización de los límites permisibles en razón del avance en el conocimiento científico, entre otras condiciones (RSC N.° 02806. 14:30 horas, 28 de abril, 1998). Lo que plantean esos precedentes, debe aquí reiterarse, porque, como se ha informado bajo juramento, no solo no existe un trazado definitivo para las nuevas líneas de transmisión –por donde la recurrente dice ya existen otras– sino, que tampoco definió realmente la intención de construir una vivienda ni ha demostrado científicamente o por otro medio idóneo qué grado de contaminación magnética produce la instalación de tendidos eléctricos y su consecuente daño al ambiente y a la salud.  Así, pues, no le queda a la Sala otra posibilidad más que desestimar, por ahora, el recurso.

10826-02. ICE compró lote en residencial de Cartago La Julieta para instalar torre para telefonía celular, sin los permisos de ley, lo cual lesiona el derecho a la salud de los vecinos. Se determinó que resulta improcedente pronunciarse sobre esos extremos, toda vez que no constituyen aspectos de orden constitucional, que puedan ser analizados en esta sede. Ello en virtud de que determinar si el Instituto recurrido cuenta o no con los permisos y estudios técnicos requeridos a efecto de instalar la pretendida torre o no, así como determinar la aptitud del terreno para esos mismos efectos, son aspectos que por su naturaleza deben discutirse y dirimirse en vía administrativa ante las propias autoridades recurridas, en donde deberá conforme a los recursos que la ley le provee, plantear los reparos que estime pertinentes con relación a los hechos que motivaron la interposición del amparo, o en su defecto, acudir a la vía jurisdiccional correspondiente, en este caso, a la contencioso administrativa, en resguardo de sus derechos, por ser esas autoridades las constitucional y legalmente llamadas a definir tales situaciones. RP

EXPEDIENTES PENDIENTES

1. Expediente 03-1542 Que cerca de su casa de habitación, propiamente en  Cerro Plano de Monteverde, el Instituto recurrido está  construyendo una torre  o antena de transmisión para telefonía celular. Que dicha torre se está   instalando en una zona residencial, cerca de un centro educativo y próximo a  zonas de interés ecológico. Que son conocidos los efectos de la radiación  electromagnética en la salud de las personas, siendo que dicho proyecto se  inició sin prever el impacto ambiental y sin determinar el daño a la salud de  los habitantes de ese lugar, por lo que estima, se han violentado sus  derechos constitucionales. Dada la naturaleza del hecho impugnado, la suspensión  ordenada por la ley, implica no ejecutar las obras a las que se refiere este  recurso, sea la de construcción de una torre de transmisión de telefonía  celular en Cerro Plano de Monterverde, hasta tanto no se resuelva en  sentencia el recurso o la Sala no disponga otra cosa.

2. Expediente 03-4016 Que el Instituto recurrido,  hace aproximadamente un mes, inició la construcción de una torre de  microondas de 50  metros de alto, de la Iglesia Católica de Pozos de Santa  Ana, 300 metros al Norte, 100 metros al Este y 50 metros al Norte, calle tipo  de servidumbre sin salida, colindando con la Urbanización Fontana Real, todo  ello, para satisfacer las necesidades del complejo de oficinas Oficentro  Forum, sin que exista un interés social generalizado que lo justifique.  Que  dicha estructura está  situada en una zona residencial de media densidad, de  conformidad con el Plan Regulador del Cantón de Santa Ana, con lo que se  incumple dicho plan y los lineamientos establecidos por la Municipalidad  local.  Que el terreno actual escogido por el ICE, en cuanto a la proporción  física de dimensión (largo por ancho), es mucho menor a los 50 metros de  altura que propone edificar el ICE. Que tal desproporción física hace que la  instalación de la torre ponga en peligro inminente al resto de edificaciones  que se construyen en la Zona Residencial de Media Densidad, (cuya altura  máxima permitida es de diez metros) que la rodean ante eventuales temblores.  Que, más aún, la instalación de las antenas y el posible desprendimiento de  las mismas por los vientos de la zona, ponen en peligro a la población, ya  que por la altura y por la cercanía a la Urbanización las piezas desprendidas  puedan caer sobre las casas o personas.  Que La actuación del ICE, además,  entra en franca violación al artículo 50 de la Constitución Política y en  contra del mismo artículo 21 de dicha Carta Magna. Que existen abundantes  estudios que demuestran el potencial riesgo de este tipo de antenas en  tormentas eléctricas, ya que atraen las descargas de energía en razón de su  altura. Que, adicionalmente, el Instituto Americano del Cáncer no ha  eliminado las fuentes de emanación de campos electromagnéticos y de ondas  como posible causal de cáncer en seres humanos.

3. Expediente 03-4056  Contra la construcción de torre para telefonía celular que instala ALCATEL y el ICE en Santa María de Dota.

4. Expediente 02-13045  Contra decreto No.26187-MINAE , Instalación y mantenimiento de torres para telecomunicaciones dentro de áreas silvestres protegidas, entre ellas parques nacionales.

